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“VI.- DE LAS REGLAS DE INTERPRETACIÓN EN LA MATERIA TRIBUTARIA.- En atención a que el objeto de la litis se circunscribe a determinar si resulta procedente la gravación que hace la Administración Tributaria de los ingresos percibidos por la sociedad Actora en los períodos fiscales de mil novecientos noventa y siete y mil novecientos noventa y ocho en concepto de venta de membresías de un club social, en la categoría de socio residente, resulta de importancia, antes de realizar su análisis, referirnos a las reglas de la interpretación en materia tributaria, por cuanto para esta tarea se requiere hacer la determinación de si resulta o no procedente la adecuación del hecho imponible al supuesto fáctico, es decir, comprende una labor interpretativa. Cabe advertir que por interpretación se entiende la " Acción o efecto de interpretar; esto es, declaración, explicación o aclaración del sentido de una cosa o de un texto incompleto, obscuro o dudoso. De las leyes . La aclaración fundada de una ley y del espíritu de las normas legales, para conocer su verdadero sentido y determinar su alcance o eficacia general o en un caso particular. " Cabanellas de las Cuevas, Guillermo. Diccionario Jurídico Elemental . Editorial Heliasta, Décimo Tercera Edición. Buenos Aires , Argentina , 1998, p.210.)   De manera que se trata de la actividad de carácter cognoscitiva que tiene como objeto averiguar el sentido de la norma jurídica, y que resulta necesaria para su aplicación. Se han desarrollado diversas teorías de interpretación en esta rama del derecho, tales como la estricta o literal , que tienen a las normas tributarias como odiosas o restrictivas de la libertad individual, y se sustenta en el principio in dubio contra Fiscum (considerada como paralela del in dubio pro reo , propia del Derecho Penal); la restrictiva de las normas de exención , que defiende una interpretación favorable al fisco al reputar como excepcionales o singulares las disposiciones que establecen exenciones o beneficios fiscales; la económica , que toma en consideración la realidad económica que norma, por lo que valora la finalidad, contenido económico y la evolución de las circunstancias, con lo cual, permite entender que aún cuando no se empleen términos jurídicos para describir ciertas operaciones, su calificación se hace atendiendo al contenido económico de las mismas, prescindiendo de la forma jurídica; y la funcional , que sostiene la necesidad de analizar el fenómeno financiero integrando el momento jurídico con el económico, el político y el sociológico; de manera que tiene especial relevancia el principio de la capacidad económica. (PÉREZ ROYO, Fernando. Derecho Financiero y Tributario. Parte General . Editorial Civitas. Décima Edición. Madrid . España. 2000. pp. 88 a 91). Esta situación es regulada en nuestro ordenamiento jurídico tributario, propiamente del artículo 6 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, con fundamento en el cual, esta actividad se informa con " todos los métodos admitidos por el Derecho Común. " Ello presupone que son aplicables los métodos interpretativos dispuestos en el Código Civil , concretamente en los artículos 9 -la jurisprudencia vinculante-, 10 -método literal-, 11- ratio legis -, 12 -analogía- y 14 -carácter supletorio-, que se nutren de la interpretación histórica, la lógica, la gramatical y la sistemática, métodos todos que tienen como finalidad última desentrañar la voluntad del legislador. (En igual sentido, puede consultarse la sentencia número 428-2006, de las catorce horas del veintisiete de octubre del dos mil seis, de la Sala Tercera del Tribunal Contencioso Administrativo.) Sin embargo, cabe advertir que, aún cuando en forma general es posible realizar una interpretación integrativa, e inclusive analógica en la materia tributaria, a fin de llenar vacíos normativos, es lo cierto que el propio artículo 6 del Código Tributario es claro en señalar que dicho método no es aplicable en el ejercicio de la potestad tributaria propia del Estado en dos supuestos concretos: ni para imponer un tributo ni tampoco para reconocer una exoneración , por cuanto es materia que está reservada a la ley formal y material, conforme al artículo 121 inciso 13) de la Constitución Política , y que desarrolla el artículo 5 del citado Código de Normas y Procedimientos Tributarios, en virtud de lo cual, es el legislador al que compete no sólo la definición del tributo como tal y de todos sus elementos esenciales, sino también de los supuestos de no sujeción y de exoneración. Ello quiere decir que, es la norma legal la que define si una actividad o utilidad está o no sujeta a un gravamen, sin que se pueda -por aplicación extensiva de la disposición- diferenciar donde la norma no lo hace ni abarcar supuestos no determinados específicamente en la norma.  VII.- DEL PRINCIPIO DE LA REALIDAD ECONÓMICA Y SU APLICACIÓN EN LA MATERIA TRIBUTARIA.- En concordancia con lo anterior, es lo cierto que nuestro ordenamiento jurídico tributario establece un principio interpretativo propio y especial, contenido en el artículo 8 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, que contiene el principio de la realidad económica , "[...] como mecanismo que permite a la Administración Tributaria prescindir de las verdades formales y adentrarse en la relación privada a fin de tratar de desentrañar la realidad material subyacente en el negocio [...] (Sentencia de Casación número 000825-F-2006, de las ocho horas cuarenta y cinco minutos del veintisiete de octubre del dos mil seis, de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia.)   Este principio tiene una eminente finalidad práctica, esto es, la de permitir a la Administración Tributaria -en primer lugar- y a los  jueces, apartarse del formalismo conceptual, para interpretar de modo adecuado las formas jurídicas para desprender la objetiva valoración de los hechos y por ende, de la realidad que realmente se da (en este sentido, consultar la sentencia número 76-91, de las catorce horas veinte minutos del doce de junio de mil novecientos noventa y uno, de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia); esto es, prescindir de las formas o apariencias jurídicas para aplicar la legislación tributaria según la realidad de los hechos económicos, que no siempre son coincidentes con aquéllas, para que la norma financiera cumpla la función prevista. (GUILIANI FONROUGE, Carlos M. Procedimiento tributario . Ediciones Depalma. Quinta edición, actualizada y ampliada por Susana CAMILA NAVARRINE. Buenos Aires . Argentina . 1993. p. 58.) Es así como en esta materia el método de interpretación sí distingue entre la llamada intención empírica y la intención jurídica de los actos y contratos, como lo señaló con anterioridad nuestro Tribunal de Casación: " En primer término, en él se distingue entre la llamada intención empírica y la intención jurídica en los actos y contratos, a base de considerar que la primera es la que se encamina a obtener el resultado práctico, para cuyo fin, el acto se realiza; mientras que la segunda es la que, mediante la adecuación o encuadre del negocio a una fórmula legal autorizada, se dirige a obtener los efectos jurídicos deseados. En el campo del Derecho Civil, se toma en cuenta la fórmula jurídica. En el Derecho Tributario, es posible apoyarse en una de las dos, de manera que aunque puede ser solamente la jurídica, también está permitido fundarse e interesarse tan sólo en la intención empírica de las partes, por encima de las formalidades creadoras de efectos legales. En otros términos, el Derecho fiscal, para los fines del tributo, intenta seguir a las partes en su intención empírica, y no en lo referente al régimen jurídico a que se han sometido, [...] porque la única fuente de la cual deben nacer las consecuencias tributarias es la ley. " (Sentencia de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia número 23-1977, de las nueve horas del veintinueve de abril de mil novecientos setenta y siente.)   Por su contenido e implicaciones prácticas es que la doctrina ha denominado este principio como " doctrina de la transparencia fiscal " o " doctrina de la penetración o desestimación de la personalidad jurídica " (sentencia número 49-1996, de las catorce horas cuarenta y cinco minutos del veintinueve de mayo de mil novecientos noventa y seis, de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia), en tanto -se insiste- se aboga por prescindir de las formas jurídicas cuando éstas son inapropiadas a la realidad de los hechos gravados o poseen un fundamento o finalidad distinto de la norma tributaria, con lo cual, su finalidad es esclarecer plenamente las circunstancias reales, levantar el velo de la personalidad jurídica para aprehender la realidad de los hechos. Y aún cuando se originó para corregir las anomalías y prácticas elusivas de los contribuyentes (límite para el contribuyente, al obligarle a actuar con transparencia en sus relaciones jurídico-tributarias, en tanto conforme al citado artículo 8 del Código Tributario se sanciona el abuso de las formas jurídicas dentro de un contexto contrario a su naturaleza y fin, con el único propósito de evadir y disminuir sus obligaciones tributarias), también tiene plena aplicación para determinar el límite del ejercicio de la potestad tributaria cuando éste es excesivo (cuando la Administración Tributaria intenta cobrar impuestos sobre actividades ajenas a la realidad tipificada por la norma tributaria), por cuanto, es lo cierto que la prescindibilidad de las formas jurídicas en la interpretación de los asuntos tributarios es una regla general del ordenamiento jurídico tributario , por lo que bien puede concluirse que este principio se erige como límite y garantía de la Administración y de los contribuyentes, en tanto lo que la norma pretende - artículo 8 del Código Tributario- es la prevalencia de la realidad, indistintamente del tipo de afectación (positiva o negativa) que pueda producir a los sujetos de la relación. En manifestación de lo anterior es que la aplicación de este principio "[...] no puede transformase en un instrumento de legitimación de enriquecimientos sin causa de las arcas del Estado. Desde este plano , el agente público debe transitar con cuidado a través de las pruebas y realidad que subsiste en el fondo del cuadro fáctico, para dilucidar la verdad real de los hechos. Pero a la vez, ha de estudiar con precisión, si las figuras utilizadas son mecanismos de elusión que en el fondo, ocultan una realidad material distinta a la formal cuya intencionalidad última es la reducción de las cargas contributivas, o si por el contrario, existe una armonía entre ambas realidades y no se genera ningún quebranto a los deberes tributarios. Esto es indispensable para luego inferir con certeza razonable, si la relación jurídica suscrita entre privados es un fraus legis, o si más bien, se trata de un negocio sin efecto lesivo para los intereses del fisco. " (Considerando VI. de la Sentencia de Casación número 000825-F-2006, supra citada.)   Se trata entonces de la forma en que se determina y valora el supuesto del hecho generador , que comprende la necesaria adecuación del efecto jurídico previsto al hecho, a través, primero de la realidad supuesta por la norma (supuesto de hecho) y segundo a la realidad, es decir, al hecho ocurrido en el tiempo y en el espacio, lo que ocurre, no sólo en los supuestos en el que el intérprete se encuentre con formas jurídicas propias de otras ramas del Derecho -y por lo tanto ajenas a la naturaleza y fines del Derecho Tributario-, sino también cuando la norma sometida a interpretación y aplicación pertenece al propio ordenamiento tributario (NAVARRO FALLAS, Román. Los principios jurídico constitucionales del Derecho Tributario . Revista IVSTITIA. Año 12, número 139-140, p. 39.) De manera que para determinar la verdadera naturaleza del hecho imponible se debe atender a la realidad, sea, a los actos y situaciones económicas que efectivamente se realicen, persigan o establezcan los contribuyentes, con prescindencia -si es necesario para un mejor entendimiento- de todo formalismo o estructura jurídica.  Es sobre esta base que se apreciará el hecho imponible que se discute en este proceso especial tributario, es decir, se intentará determinar la genuina naturaleza, alcance y contenido de los ingresos percibidos por la sociedad actora -Costa Rica Country Club, S.A.- con ocasión de la venta de derechos de asociación a su club social en los períodos fiscales de mil novecientos noventa y siete y mil novecientos noventa y ocho en la categoría de socios residentes, para corroborar si son gravables con el impuesto sobre la renta, conforme a la Ley que establece este tributo, sea la número 7092. VIII.- DE LA NATURALEZA JURÍDICA DE LOS INGRESOS CUESTIONADOS.-  La investigación realizada por la Administración Tributaria determinó que en los períodos fiscales de mil novecientos noventa y siete y mil novecientos noventa y ocho, la sociedad actora -Costa Rica Country Club, S.A.- generó un ingreso de doscientos cincuenta y siete millones quinientos cuarenta mil colones y de seis millones seiscientos cuarenta mil colones respectivamente, con ocasión de la venta de membresía (derecho de ingreso al club a los hijos de los socios accionistas y socios residentes); los cuales fueron registrados en el balance de situación y en las declaraciones del impuesto en la cuenta de patrimonio denominado " Contribuciones patrimoniales ". Por diferir de dicho criterio -que les dio tratamiento de aportes al capital social- es que dictan los traslados de cargos números 2751000006194 y 2751000006291, en los que determinó un incremento del pago del impuesto sobre la renta en los citados períodos fiscales por la suma total de setenta y nueve millones doscientos cincuenta y cuatro mil colones (setenta y siete millones doscientos sesenta y dos mil para el período del noventa y siete, y un millón novecientos noventa y dos mil para el período del noventa y ocho), bajo la consideración de que no habían sido reportados como ingresos gravables los percibidos en dicho concepto, por cuanto integran la renta bruta de la empresa, al tratarse de una " venta de derechos de ingreso " (por el monto de un millón quinientos mil colones para los hijos de los socios accionistas y dos millones ciento cuarenta mil colones para los hijos de los socios residentes), pago que le permite el uso y disfrute de las instalaciones -y que no excluye el pago de la cuota de mantenimiento-, sin la correlativa adquisición de los derechos inherentes a la propiedad que le otorga el título de una acción a aquel que sí ostenta la calidad de socio accionista, de manera que no tiene derecho a percibir dividendos, ni tampoco el de asistir a las asambleas de accionistas. Asimismo, la Administración Tributaria valoró que en ningún momento se adoptó un acuerdo para tener por ampliado el capital social de la sociedad, ni el destino que se daría a esos aportes, y el pago fue realizado directamente por los beneficiarios y no por los socios accionistas; así como tampoco previó la asignación de una cuenta especial patrimonial a este tipo en su respectivo Manual o Catálogo de Cuentas, en atención a que la venta se hizo bajo el sistema de crédito -mediante un pagaré-, para lo cual se utilizó la cuenta " Provisión para incobrables " en la subcuenta denominada " Gastos acumulados por pagar ". Al no contar esos ingresos con ningún respaldo que hiciera presumir que los mismos fueron efectuados por los socios accionistas bajo las formalidades y solemnidades de un " aporte de socio " es que estima que debió dársele el trato de ingresos de operación , los cuáles sí están afectos al pago del impuesto sobre la renta conforme al artículo 5 de la Ley del Impuesto sobre la Renta. Por tal motivo, la Administración Tributaria concluye que el objetivo de la contribuyente fue confundir al fisco, dándole una denominación que no corresponde (" membresía ") a la realidad de la situación evaluada, a fin de evitar el pago del treinta por ciento de esa suma, por concepto del impuesto sobre la renta. Este criterio fue reiterado en las resoluciones DT-01-R-0771-0, de las doce horas del cuatro de agosto del dos mil y AU-01-R-0843-0, de las doce horas del dieciocho de octubre del dos mil, ambas de la Administración Tributaria de San José y la número 451-2003, de las catorce horas del catorce de noviembre del dos mil tres, del Tribunal Fiscal Administrativo. IX.- Comparte este Tribunal el criterio esgrimido por la Administración Tributaria , precisamente en aplicación del principio de la realidad económica -que alega infringido la actora para sustentar su tesis-, que hace evidente que los ingresos por venta del derecho de membresía del Costa Rica Country Club, S.A. se constituyen en ingresos patrimoniales de la actora, que no pueden conceptualizarse como aportes de capital, por lo que en tal virtud son gravables del impuesto sobre la renta, conforme las previsiones legales de la Ley que regula este tributo (número 7092), al configurar el hecho imponible dispuesto en el artículo 1° de la citada normativa ; circunstancia que hace constar que la actora intentó disfrazar tales ingresos, precisamente con la finalidad de evadir el pago de esta obligación tributaria. Para llegar a esta conclusión se estimaron las siguientes consideraciones: Primero : No es cierto que la actora se constituya en una sociedad de carácter o naturaleza asociativa , esto es, de tipo organizacional, en la que hay una actividad común dirigida a un resultado, en la que la categoría de socio- accionista es una más de la sociedad, como lo alega, en tanto adopta formalmente la forma de una sociedad anónima , conforme a los requisitos establecidos en los artículos 18 y 104 del Código de Comercio, esto es, la asociación de dos o más personas, en las que cada una de ellas aporta un capital o algo en común (representado en acciones), con la finalidad de repartir entre sí las ganancias o pérdidas que resultan del desarrollo de la actividad que han fijado como objetivo de la misma; y como tal, está sujeta a todas las disposiciones normativas que regulan este tipo de sociedades. Segundo : El pago de la cuota de ingreso cuestionado no confiere la condición de socio de la actora, en su condición de sociedad anónima. Al respecto debe tenerse en cuenta que conforme a la doctrina las sociedades anónimas se caracterizan por tres elementos distintivos: la división del capital en acciones, la necesidad de que los socios formen con sus aportaciones ese capital y la ausencia de responsabilidad personal por las deudas de la sociedad (GARRIGUES, Joaquín, Curso de Derecho Mercantil . Tomo II. Editorial Temis, Bogotá- Colombia , 1987. p. 114); y la normativa que rige la materia (artículos 102 y 104 del Código de Comercio) establece como característica diferenciadora de las sociedades anónimas, la división del capital social en partes figuradas por acciones pagadas a través de contribuciones de los socios , circunstancia que lleva a concluir que " el capital social es la pieza esencial de este tipo de sociedad " (Ídem). Es lo cierto que la condición o cualidad de socio de una sociedad de esta naturaleza está determinada en el aporte que se haga al capital social , y es en proporción a esta prestación de capital que se mide la extensión de los derechos sociales y la participación en la vida de la sociedad y en la distribución de beneficios, en tanto le confiere a su titular derechos corporativo-políticos , de participación en las asambleas y de votar en ellas; así como los de contenido económico , concernientes a participar en el reparto de dividendos y de participar preferentemente en los aumentos de capital de la sociedad (CERVANTES AHUMADA, Raúl. Derecho Mercantil . Primer Curso. Editorial Porrúa. México. 2000. pp. 88 y 89). Y aún cuando los derechos económicos son accesorios -en atención a que la principal función de la acción es la de conferir a su titular la calidad de socio- es lo cierto que no pueden faltar. Conviene aclarar que esta condición de socio se adquiere y comprueba con el pago y tenencia legal de una acción (artículo 120 del Código de Comercio), las cuales adquieren la cualidad de título valor, en tanto representa " la parte alícuota del capital social y, además del título en que tal parte alícuota se representa " (CERVANTES AHUMADA, Raúl. Op. Cit. p. 90). Si bien es cierto que en principio, todas y cada una de las acciones tendrán el mismo valor, y por ello, confieren los mismos derechos, no debe obviarse que en el acta constitutiva de la sociedad pueden establecerse diversas categorías de socios (artículo 121 del Código de Comercio), en las que se determinen preferencias, privilegios, restricciones y limitaciones entre ellos, pero es innegable que en todos los supuestos debe de reconocerse un mínimo contenido de los derechos corporativos y económicos que son definitorios de la condición de socio de una sociedad anónima. En el caso en estudio, conforme a los estatutos de la actora, sólo los socios accionistas tienen reconocidos estos derechos (corporativos y económicos), en tanto sólo éstos pueden integrar los órganos de organización con voz y voto (Asamblea General y Junta Directiva), así como participar en el capital (cláusulas 11, 27, 42 y 50); ya que la participación de los socios residentes es prácticamente nula, en tanto sólo dos de ellos pueden integrar la Junta Directiva como vocales, pero sin voz ni voto , y no tienen derecho a dividendos, así como tampoco pueden aportar al capital social (cláusula 27 y 50). Tercero : A efectos de la determinación del hecho imponible de este tributo, no interesa determinar la organización interna que tenga la actora, en su condición de club social, así como tampoco los derechos y obligaciones que éstos generen conforme a sus estatutos . Por tal motivo, debe distinguirse la condición de socio de la actora, en su condición de sociedad anónima, con las diversas categorías de personas a las que se les permite " vincularse " socialmente con ella; tal y como lo especifica la cláusula 42 del Estatuto de la actora, que en su frase final aclara: " Sólo los accionistas tendrán participación en el capital y en las Asambleas de la Sociedad ; por lo tanto, el término socio se usa aquí como una simple denominación y deberá entenderse siempre restringido a los derechos y obligaciones que señalan los Estatutos y Reglamentos de la Sociedad ". (El resaltado no es del original). Es lo cierto que conforme a los estatutos de la actora se establecen diversas categorías de miembros, a los que les corresponden distintos derechos y obligaciones que les confiere el pago de la membresía (" afiliación ") a este club social; sin embargo, se insiste, ello no les otorga la condición de socio en sentido técnico-jurídico, por cuanto lo que se les reconoce es únicamente el derecho de uso y disfrute de las instalaciones del club social así como la pertenencia a un grupo social, conforme a los objetivos de la sociedad (promoción de actividades deportivas, recreativas, culturales, artísticas y comerciales, conforme a su cláusula 3), no así ningún derecho patrimonial del "nuevo" socio respecto de las utilidades, dividendos ni ganancias que genere la empresa . Nótese que la tenencia de una acción no confiere el derecho de ingreso a las instalaciones a su titular, ni tampoco confiere la condición de " socio-accionista ", debiendo éste pagar la correspondiente cuota de ingreso, así como someterse al trámite de admisión ante la Junta Directiva (cláusula 44), requisito que también deben cumplir los socios-residentes; confirmándose así lo señalado por el propio actor, en tanto afirma que con el pago de la cuota de ingreso nace a la vida jurídica el vínculo de una relación societaria (de los " socios " con la actora), en tanto del mismo -y de aprobación del trámite de admisión- se genera el derecho de membresía a un club social, circunstancia reafirmada por la representación del Estado, al señalar "[...] el monto pagado por la membresía no se hace en función del disfrute particularizado de los bienes o de los activos de la empresa, sino que lo pagado por los hijos de los socios residentes y de los accionistas lo que otorgan es el derecho de pertenencia al club social y les otorga el derecho de disfrutar de las instalaciones de la empresa por el plazo convenido, de suerte tal, que si las personas no hacen uso de los bienes dentro del plazo establecido no derivan derecho a la devolución " (folio 282 del expediente judicial - el subrayado no es del original-); afirmación que es reiterada al conocer del resultado de un informe pericial " Debe tenerse en cuenta, que en el caso de análisis no estamos en presencia de la venta de servicios, sino de un derecho (la membresía) de pertenencia a un club , de suerte tal que el monto pagado por tal derecho no se hace en función del disfrute particularizado de los bienes o de los activos de la empresa como lo analiza el señor perito. Si bien ese derecho de pertenencia al club social le otorga a los adquirentes el derecho a disfrutar de las instalaciones por el plazo convenido, es lo cierto que si las personas no ejercitan ese derecho, no derivan el derecho de devolución de las sumas pagadas. " (Folio 523 del expediente judicial. El subrayado no es del original.) Cuarto : El ingreso percibido por la actora en concepto de esta venta, sí se adapta al concepto de renta-producto que establece la Ley del Impuesto sobre la Renta. En su artículo 1°, la Ley número 7092, de veinticuatro de marzo de mil novecientos ochenta y ocho, grava las " utilidades " que las personas físicas y jurídicas obtengan de actividades lucrativas, con lo cual, más que un término jurídico lo es de carácter económico, en tanto para su mejor comprensión debemos entenderlo referido al incremento patrimonial que se da en el período fiscal y es obtenida a través del desarrollo de una actividad lucrativa, y que comprende todos los elementos productores de renta (trabajo, capital, patrimonio). Por ello este concepto ha sido equiparado al concepto de renta-producto, “ teoría de la fuente ”, “ renta ingreso ” o “ teoría patrimonial o de la acumulación ”, esto es, a las rentas, ingresos y beneficios de fuente costarricense que se originen en el trabajo, el capital o el patrimonio del contribuyente, y con ocasión de la actividad productora de rentas a la que se dedica. En virtud de lo anterior, quedan excluidas de la aplicación de este impuesto las ganancias de capital o patrimoniales, entendidas éstas como las diferencias en el valor de determinados elementos de patrimonio que son consecuencia de factores como la evolución de los precios en el mercado, la realización de obras públicas o las incorporaciones patrimoniales –por ejemplo, los premios en juegos, loterías, receptor de donación o herencia, etc.-; así como los ingresos originados en aportes de terceros para acrecentar el patrimonio de una sociedad, esto es, que conforman el capital social; y en tal virtud es que el inciso a) del artículo 6 de la Ley del Impuesto sobre la Renta , los excluye de la renta bruta, en tanto no es posible ubicarlos en el hecho imponible. Este es el motivo por el cual a esta disposición no puede dársele el trato de   norma exonerativa, como lo alega la representación del Estado.  En el caso en estudio, el ingreso que se obtiene con la venta de las cuotas de ingreso que pagan los socios residentes está sujeto al impuesto sobre la renta por cuanto precisamente deriva de las fuentes de producción de la actora, en este caso bienes y servicios que presta, residenciados en la posibilidad de acceder al uso y disfrute de las instalaciones y la de pertenecer a un club o grupo social determinado. Es lo cierto que dicho ingreso no puede ser confundido con el pago de la cuota de mantenimiento que están obligados a hacer mensualmente los "socios", la cual también está afecta al pago de este tributo conforme a los artículos 1° y 5 de la Ley que establece el impuesto sobre la renta. Y finalmente deben distinguirse los ingresos que percibe la actora que se originen un servicio individualizado por concepto de clases deportivas, cantina y restaurante que brinde directamente, los cuales -sin discusión alguna- están sujetos al pago del impuesto sobre la renta. X.- Conforme a las anteriores consideraciones es que es la venta de membresías del Costa Rica Country Club, S.A en la modalidad de " socio- residente " sí se constituye en un ingreso patrimonial que es gravable al impuesto sobre la renta en atención a que no puede tenerse como aporte al capital, que se excluye de este tributo al tenor de lo dispuesto en el inciso a) del artículo 6 de la Ley sobre el Impuesto sobre la Renta. Es conveniente reiterar que forma parte del estatuto constitutivo de las sociedades mercantiles la determinación del monto del capital social y la forma en que este se constituye -qué bienes lo componen- (inciso 8 del inciso 18 y párrafo segundo del artículo 30 del Código de Comercio), y a tal efecto, no sólo su constitución, sino que también toda modificación, necesariamente debe de consignarse en escritura pública, publicarse su extracto en el periódico oficial e inscribirse en el Registro Mercantil (artículo 19 del mismo Código). Sobre este punto, tal y como lo anotó la Administración Tributaria es lo cierto que no se cumplieron tales formalidades, ni tampoco las establecidas en el propio Estatuto, que le confieren esta competencia a la Asamblea General de Accionistas (artículo 13). Sin embargo, en este sentido estima este Tribunal que en aplicación del principio de la realidad económica tales omisiones formales no hubieran sido trascendentes, a efecto de determinar la no gravación del impuesto si los ingresos que son objeto de debate se hubiesen configurado como aportes de capital, esto es, que tales pagos se hubiesen traducido en el conferimiento de derechos corporativos y económicos a sus pagadores, circunstancia que como se analizó, no se cumple en esta situación.” 
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